INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 6 DE MARZO DE 2003 POR EL QUE SE RESUELVE DISCREPANCIA. FUNCIÓN INTERVENTORA. CONTRATOS MENORES. ÁMBITO DE LA FISCALIZACIÓN PREVIA. ACTUACIONES DEL INTERVENTOR EN LOS GASTOS EXENTOS DE FISCALIZACIÓN PREVIA. REQUISITOS DE LAS FACTURAS ACREDITATIVAS DE LOS GASTOS.
Modalidad de informe: Discrepancia.

Áreas temáticas: Contratación. Función Interventora.

Informe vigente.
Se recibe en esta Intervención General discrepancia formulada por la Dirección General de archivos, Museos y Bibliotecas de la consejería de Las Artes contra el reparo interpuesto por la Intervención Delegada en dicha Consejería respecto a la propuesta de gasto ADOK…………….., por importe de 6.010,12 euros, relativa a la realización de un “estudio de viabilidad para dar valor legal a una copia autenticada de documentos en soporte microfilm”.
La justificación del reparo se encuentra, de conformidad con lo indicado por la Intervención Delegada en que “ ...hay que valorar el precio con el resultado; por lo que la falta de adecuación obliga en conciencia, y por aplicación del artículo 31.2 de la Constitución Española, que establece que la ejecución del gasto público responderá a criterios de eficiencia y economía, a devolver nuevamente el expediente al centro gestor, al objeto de dilucidar si el precio propuesto por el contratista concuerda con los resultados entregados y si debe hacerse frente a ese importe con fondos públicos, teniendo en cuenta para ello la obligación contenida en el artículo 14.1 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas “... los órganos de contratación cuidarán de que el precio de los contratos sea el adecuado al mercado.”
Examinado el expediente objeto de la presente discrepancia deben realizarse las siguientes 

CONSIDERACIONES
I.-
En primer lugar,  debe señalarse que el gasto propuesto, por su cuantía (6.010,12 euros), es calificable como contrato menor, de conformidad con lo establecido en el artículo 201 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas:

“Los contratos comprendidos en este Título tendrán la consideración de contratos menores cuando su cuantía no exceda de 2.000.000 de pesetas (12.020,24 euros)”

Esta calificación determina que conforme a la normativa fiscal de la Comunidad de Madrid, dicho gasto esté exento de fiscalización previa. Efectivamente, el apartado 4 del artículo 83 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, establece expresamente:

“4.‑No estarán sometidas a intervención previa las subvenciones con asignación nominativa en los Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid, los gastos de carácter periódico y demás de tracto sucesivo una vez intervenido el gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato del que deriven o sus modificaciones, los contratos menores, así como otros gastos menores de 5.000 euros que, de acuerdo con la normativa vigente, se hagan efectivos a través del sistema de anticipos de caja fija.”
Así pues, en este marco es en el que debe analizarse el expediente objeto del presente debate, y en este sentido resulta también conveniente delimitar el alcance de la exención de fiscalización establecida en el artículo 83 citado.

A este respecto, la Instrucción Cuarta de la Circular 1/98, de 26 de enero, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan Instrucciones sobre el ejercicio de la función fiscalizadora establece con respecto a los gastos exentos de fiscalización lo siguiente:

“(...) Esta exención [la del artículo 83.4] alcanza a la fase de autorización y disposición de gasto recogida en el artículo 68 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y, por tanto no se extiende a la fase de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.

2.‑En consecuencia, queda sujeto a intervención previa el reconocimiento de la obligación también en los supuestos del artículo 83.4 en el procedimiento ordinario de gestión del gasto. 

3.‑En el supuesto que se haya procedido a la acumulación de las fases de gasto, mediante la elaboración de un documento ADOK, la fiscalización del acto sólo se referirá al reconocimiento de la obligación y propuesta de pago (fase OK) sin que se ejerza la función interventora sobre la autorización y disposición del gasto.”

En consecuencia, el ámbito de la fiscalización previa queda pues reducido, en este caso, a la del reconocimiento de la obligación y de la propuesta de pago

II.-
Precisado lo anterior, resulta conveniente a continuación delimitar el contenido de la fiscalización previa, diferenciándolo del control financiero que se realiza posteriormente a la ejecución del gasto.

En este sentido, el artículo 16 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, define la intervención previa del siguiente modo:

“2.‑La función interventora tiene por objeto controlar todos los actos de la Administración de la Comunidad y de sus Organismos Autónomos que den lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones de contenido económico, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la recaudación, inversión o aplicación en general de los caudales públicos, con el fin de asegurar que la administración de la Hacienda se ajuste a las disposiciones legales aplicables en cada caso.”
En el mismo sentido, el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen del control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, indica en su artículo 7:

“1. La función interventora tiene carácter interno y se ejercerá con ocasión de la autorización, disposición y reconocimiento de obligaciones, la comprobación de inversiones, la ordenación de pagos y el reconocimiento y liquidación de derechos, así como en la realización de los ingresos y pagos que de ellos se deriven.

2. La función interventora tiene por objeto garantizar que cada acto de gestión se ajuste a la normativa aplicable en cada caso, al cumplimiento de las normas relativas a la disciplina presupuestaria y a los procedimientos de gestión de gastos, ingresos y aplicación de fondos y caudales públicos.
3. La función interventora se ejercerá en sus modalidades de intervención formal y material. La intervención formal consistirá en la verificación del cumplimiento de los requisitos legales necesarios para la adopción de acuerdos, mediante el examen de todos los documentos que preceptivamente deban estar incorporados al expediente. En la intervención material se comprobará la real y efectiva aplicación de los fondos públicos.”
Frente a ello, el control financiero es definido en la Ley 9/1990 de la siguiente forma (artículo 17)

“1.‑El control de carácter financiero se ejercerá por la Intervención General de la Comunidad, de conformidad con lo prevenido en cada caso respecto a los servicios, Organismos Autónomos, Empresas y demás Entes Públicos, cualquiera que sea su denominación y forma jurídica, para comprobar su funcionamiento en el aspecto económico‑financiero y conforme a las disposiciones y directrices que les rijan. Dicha función podrá ejercerse con carácter permanente.

2.‑El preceptivo control de eficacia se ejercerá mediante análisis del coste de funcionamiento y del rendimiento o utilidad de los respectivos servicios o inversiones, así como del cumplimiento de los objetivos de los correspondientes programas.”
En desarrollo de este principio el artículo 32 del Decreto 45/1997 establece:

“El control financiero se ejercerá mediante auditorías u otras técnicas de control, de conformidad con lo establecido en el presente Decreto y en las normas de auditoría e Instrucciones que dicte la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

(...)

2. Las auditorías consistirán en la comprobación de la actividad económico‑financiera de los entes o programas presupuestarios objeto de control, realizada de forma sistemática y mediante la aplicación de procedimientos de análisis de las operaciones o actuaciones singulares seleccionados al efecto.
Dichas comprobaciones, de acuerdo con los objetivos que en cada caso se persigan, podrán utilizar, para el análisis de la actividad económico‑financiera, alguno de los siguientes modelos de auditoría: financiera, de cumplimiento, operativa, de programas presupuestarios y planes de actuación y de sistemas y procedimientos de gestión financiera.”
En consecuencia, estamos ante dos tipos de controles de ámbito distinto: de legalidad, en el caso de la fiscalización previa, y de eficiencia, eficacia y legalidad en el supuesto del control financiero.

III.- 
Por otra parte, debe analizarse el ámbito del control previo relativo a las fases de reconocimiento de la obligación y de la propuesta de pago, que, como hemos indicado son las sometidas a fiscalización en el caso de los contratos menores. Al respecto el artículo 24 del Decreto 45/1997, relativo al contenido de las comprobaciones a realizar por el Interventor en dichas fases, centra las mismas en los siguientes aspectos:

“a) Que las obligaciones responden a gastos autorizados y dispuestos y, en su caso, fiscalizados favorablemente, salvo que todas las fases del gasto puedan realizarse simultáneamente.

b) Que los documentos justificativos de la obligación se ajustan a las disposiciones legales y reglamentarias que resulten de aplicación. En todo caso, en la documentación deberá constar:

1ª. Identificación del acreedor.

2ª. Importe exacto de la obligación.

3ª. El cumplimiento de la prestación, servicio u otra causa de las que derive la obligación del pago.

c) Que se haya comprobado materialmente, cuando proceda, la efectiva y conforme realización de la obra, servicio, suministro, adquisición o subvención, y que ha sido intervenida de conformidad, en su caso, dicha comprobación.”
En el caso específico de los contratos menores las comprobaciones singulares a realizar (que deben entenderse referidas, como se ha indicado, exclusivamente a las fases de reconocimiento de la obligación y de la propuesta de pago) serán las establecidas en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y su Reglamento General que establecen al respecto:

Artículo 56 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas: 

“En los contratos menores, que se definirán exclusivamente por su cuantía de conformidad con los artículos 121, 176 y 201, la tramitación del expediente sólo exigirá la aprobación del gasto y la incorporación al mismo de la factura correspondiente que reúna los requisitos reglamentariamente establecidos y en el contrato menor de obras, además, el presupuesto de las obras, sin perjuicio de la existencia de proyecto cuando normas específicas así lo requieran. “
Artículo 72 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas:

“1. En los contratos menores podrá hacer las veces de documento contractual la factura pertinente, que deberá contener los datos y requisitos establecidos en el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedir y entregar factura que incumbe a los empresarios y profesionales. En todo caso, la factura deberá contener las siguientes menciones:

 
a) Número y, en su caso, serie. La numeración de las facturas será correlativa.

 
b) Nombre y apellido o denominación social, número de identificación fiscal y domicilio del expedidor.

 
c) Órgano que celebra el contrato, con identificación de su dirección y del número de identificación fiscal.

d) Descripción del objeto del contrato, con expresión del servicio a que vaya destinado.

e) Precio del contrato.

f) Lugar y fecha de su emisión.

g) Firma del funcionario que acredite la recepción.

2. Se deberá expedir y entregar factura por las certificaciones de obra o los abonos a cuenta que se tramiten con anterioridad al cumplimiento total del con trato. En estos casos, se hará indicación expresa de esta circunstancia en las facturas correspondientes.”

En consecuencia, no resulta justificado el reparo interpuesto, que en su caso sería objeto de análisis en el correspondiente control financiero, pero no en el de legalidad que es el correspondiente a la fase procedimental de tramitación del gasto en que nos encontramos.
IV.-
Establecido lo anterior, sí que existe una cuestión que, en dicho control de legalidad, conforme al Decreto 45/1997, debe ser objeto de análisis al referirse al documento justificativo de la obligación de pago (factura): en el expediente se aporta una factura relativa a los trabajos realizados de fecha 30 de noviembre de 2001, mientras que del resto de la documentación parece desprenderse que el trabajo fue realizado y entregado en 2002, si bien existe cierta imprecisión sobre la fecha de entrega, estando fechada la copia del informe final en junio de 2002.

De conformidad con el artículo 6 del Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedición y entrega de facturas por empresarios y profesionales, en la redacción dada por el Real Decreto 1811/1994, de 2 septiembre:

“Las facturas o documentos sustitutivos deberán ser emitidos en el mismo momento de realizarse la operación o bien, cuando el destinatario sea empresario o profesional, dentro del plazo de treinta días a partir de dicho momento o del último día del período a que se refiere el apartado cuarto del artículo 2.º de este Real Decreto. Las operaciones se entenderán realizadas según los criterios establecidos en el artículo 75 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido para el devengo de dicho impuesto.”
En consecuencia, deberá procederse a la emisión de una nueva factura, al objeto de dar cumplimiento a la normativa citada.

De conformidad con las consideraciones anteriores, esta Intervención General

RESUELVE
Rectificar el reparo formulado por la Intervención Delegada en la Consejería de Las Artes respecto a la propuesta de gasto ADOK .................., por importe de 6.010,12 euros, relativa a la realización de un “estudio de viabilidad para dar valor legal a una copia autenticada de documentos en soporte microfilm, en el sentido de fiscalizar favorablemente la citada propuesta, siempre y cuando se acredite adecuadamente en el expediente la justificación de la obligación de pago mediante la aportación de factura conforme a lo establecido en el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedición y entrega de facturas por empresarios y profesionales
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